
Santiago, dos de agosto de dos mil veintid s. ó

Vistos :

En autos rol N 49.177-21, caratulados Comunidad Agr cola Canela° “ í  

Alta  con  Orrego ,  en  procedimiento  sumario  especial  del  DFL N 5  de” °  

1968, sobre Comunidades Agr colas, seguidos ante el Juzgado de Letras yí  

Garant a  de  Los  Vilos,  por  sentencia  de  veintitr s  de  junio de  dos  milí é  

veinte, complementada por la de veintiocho de enero de dos mil veintiuno, 

se  rechaz  la  excepci n  de  falta  de  legitimaci n  activa  opuesta  por  eló ó ó  

demandado y la demanda interpuesta por la Comunidad Agr cola Canelaí  

Alta en contra de don Ulises Orrego Mu oz, condenando en costas a lañ  

demandante por haber sido totalmente vencida.

Se alz  la parte demandante y una sala de la Corte de Apelaciones deó  

La  Serena,  por  sentencia  de  ocho  de  junio  de  dos  mil  veintiuno,  la 

confirm .ó

Contra dicho pronunciamiento, la misma parte interpuso recursos de 

casaci n en la forma y en el fondo, solicitando se invalide el fallo y se dicteó  

uno de reemplazo que acoja ntegramente la demanda, con costas.í

Se trajeron los autos en relaci n.ó

Considerando: 

Primero:  Que,  en  el  ejercicio  de  la  facultad  contemplada  en  el 

art culo 775 del C digo de Procedimiento Civil, esta Corte estima del casoí ó  

examinar si la sentencia recurrida adolece de vicios o defectos adjetivos.

Segundo:  Que, en forma sint tica, debe se alarse que la comunidadé ñ  

agr cola Canela Alta dedujo la presente acci n en el procedimiento especialí ó  

previsto en el DFL N  5 de 1968 con el objeto que se condene al comunero°  

don  Ulises  Orrego  Mu oz  a  remover  el  cerco  que  ha  instalado  en  losñ  

terrenos comunes de la comunidad, en el sector que indica, puesto que lo 

ha hecho sin contar con autorizaci n de la Junta General de Comuneros nió  

del  Directorio,  entrabando  el  uso  de  los  mismos  por  el  resto  de  los 

comuneros  y,  entre  ellos,  el  uso exclusivo del  goce  singular  asignado al 

comunero Nibaldo Miguel Araya Bugue o, toda vez que el cerco lo rodeañ  

parcialmente. Dicha acci n se deduce una vez agotada una instancia deó  
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conciliaci n ante el Directorio de la comunidad, de acuerdo a lo previsto enó  

los  estatutos.  La  defensa,  luego  de  oponer  la  excepci n  de  falta  deó  

legitimaci n activa, aleg  como cuesti n de fondo ser titular de un derechoó ó ó  

de comunidad adjudicado con el N 311 de la n mina de comuneros de la° ó  

comunidad demandante, debidamente inscrito en el Conservador de Bienes 

Ra ces de Los Vilos, derecho que se encontrar a asociado a un goce singularí í  

originario reconocido en el art culo 18 letra c) del DFL N 5 citado, que haí °  

mantenido los mismos deslindes desde la compra de la propiedad por parte 

de  su  padre,  en  el  a o  1947,  argumentando  que  su  posesi n  ha  sidoñ ó  

tranquila, pac fica, no interrumpida, libre de violencia y clandestinidad porí  

m s de 50 a os, calidad que hace innecesario cualquier tipo de tr mite paraá ñ á  

solicitar la asignaci n del goce singular; se ala haber realizado actos queó ñ  

suponen la posesi n de amo, se or y due o, como es la siembra,  talaje,ó ñ ñ  

pastoreo, entre otros.

La sentencia de primera instancia, hecha suya por la impugnada, tras 

se alar  que  atendida  su  competencia  espec fica  debe  pronunciarse,ñ í  

nicamente, sobre la construcci n de un cerco del demandado en terrenosú ó  

comunes, seg n el DFL N 5, de 1968, estima que no es determinante paraú °  

la decisi n de la controversia la discusi n sobre la naturaleza del t tulo deó ó í  

goce singular del demandado, no obstante haber sido incorporado en su 

oportunidad  como  punto  de  prueba,  dadas  sus  alegaciones  de  fondo. 

Agrega,  a  continuaci n,  que  si  bien  se  rindi  prueba  para  discutir  laó ó  

naturaleza del t tulo de goce singular del demandado, ninguna de ellas esí “  

pertinente para resolver la pretensi n del demandante , mencionando, aó ” “  

modo  ejemplar ,  determinada  prueba  rendida  en  juicio  para  tal  efecto,”  

concretamente, el contrato de compraventa acompa ado por el demandadoñ  

y la  inscripci n  de dicho t tulo  en el  Conservador de Bienes  Ra ces  deó í í  

Combarbal ;  la  solicitud  de  exhibici n  de  documentos  efectuada  por  laá ó  

parte demandante, para que indique el demandado si tiene una inscripci nó  

v lida,  y  un  informe  evacuado  por  la  Seremi  de  Bienes  Nacionales  deá  

Coquimbo, que, a su juicio, se limita a indicar que no se encuentra en sus 

registros el goce singular del demandado.
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Llama la atenci n, en primer lugar, que la judicatura, no obstanteó  

haber fijado un determinado punto de prueba, lo que supone la existencia 

de un hecho sustancial y pertinente en el juicio, que fue controvertido por 

las  partes,  estime que la  discusi n  y prueba rendida a ese  efecto no esó  

determinante para resolver la contienda sometida a su conocimiento, ni de“  

manera alguna es vinculante para la decisi n final del tribunal . Por otraó ”  

parte,  y  sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  razonamiento  contenido  en  la 

sentencia a ese respecto resulta contradictorio, desde que, no obstante dicha 

afirmaci n, emite un pronunciamiento sobre el m rito de la prueba, ya queó é  

no de otro modo puede interpretarse la frase que se ala ninguna de ellas esñ “  

pertinente  para  resolver  la  pretensi n  del  demandante ,  enunci ndolas,ó ” á  

aunque sea a modo ejemplar . No es claro si su no pertinencia est  dada“ ” á  

porque no logra acreditarse el hecho consignado como punto de prueba –

naturaleza del t tulo invocado por el demandado  o, simplemente, porqueí –  

estim  que no sirve al prop sito de la demanda, dado que m s adelanteó ó á  

argumenta que de existir un conflicto sobre la naturaleza del t tulo de goce“ í  

singular, necesariamente debe ser resuelto a trav s de una acci n diversa yé ó  

no de la forma propuesta por el demandante . Como quiera que fuese, tal”  

nivel  de  contradicci n  deja  desprovista  a  la  sentencia  de  la  debidaó  

justificaci n tocante a un punto que resulta fundamental, toda vez que seó  

refiere a la defensa de fondo de la parte demandada.

Tercero:  Que, por otra parte,  la sentencia estima que la prueba 

rendida  para  acreditar  y  enmarcar  el  lugar  de  ocurrencia  del  hecho 

denunciado que el  demandado  est  construyendo un cerco en terrenos– á  

comunes de la comunidad agr cola  ha sido del todo insuficiente, teniendoí –  

en cuenta que es menester su singularizaci n y relaci n espec fica con losó ó í  

deslindes del goce singular y de los bienes comunes. A este respecto, indica 

que la  parte  demandante  nicamente  ha  presentado  pruebas  inconexas“ú  

entre s , para efectos procesales; documentos que dan cuenta de la posesi n,í ó  

con  fotograf as  que  no  dan  cuenta  fehacientemente  del  lugar  donde  seí  

encuentra,  ni  el  lugar  o deslindes  de la  misma,  ni testigos  que vinculen 

dichas  fotograf as,  como  por  ejemplo,  el  comunero  afectado.  Tampocoí  

JXZXXXEXXTQ



present  prueba pericial u otras de car cter administrativo para determinaró á  

el deslinde de los goces singulares y/o espacios en conflicto, por lo que no 

satisface la carga que exige la ley . As , luego de referirse a la normativa” í  

atinente al caso, y de considerar que no es discutido que el demandado es 

un comunero a quien otorga la calidad de propietario de una cuota sobre–  

el  predio  com n  y  de  una  porci n  determinada  de  terreno  para  suú ó  

explotaci n  con  car cter  permanente  y  exclusivo  decide  rechazar  laó á –  

demanda, acotando, por ltimo, que en nada cambia el razonamiento delú “  

tribunal la exhibici n de documentos solicitada a folio 33 y en rebeld a deó í  

la demandada, o los restantes medios probatorios, incluyendo la inspecci nó  

personal efectuada en el cuaderno de medidas precautorias,  al  inicio del 

litigio .”

Pues  bien,  si  se  examina el  cuaderno de medidas  precautorias,  se 

constata que el tribunal hizo lugar a una solicitud de medida precautoria 

innominada  consistente  en  la  prohibici n  impuesta  al  demandado  deó  

continuar  con  la  construcci n  del  cerco  que  dio  origen  al  pleito,  bajoó  

apercibimiento de demoler todo lo construido con posterioridad al acta que 

al efecto se levante por un ministro de fe, ordenando que ste concurra alé  

lugar a fin de tomar nota del estado de avance de la construcci n del cercoó  

y practicar el apercibimiento anotado. Consta en dicho cuaderno la referida 

acta receptorial,  en que se individualiza  el  sector  donde se  construye el 

cerco, su extensi n a esa fecha (23/11/2017) y se acompa an 35 fotograf asó ñ í  

del sector, para mayor ilustraci n . El instrumento anteriormente se alado,“ ó ” ñ  

constituye  un  elemento  probatorio  que  la  sentencia  no ponder  y  cuyaó  

relevancia no puede ser desconocida, para efectos de determinar el lugar de 

ocurrencia del hecho denunciado. 

Cuarto:  Que el art culo 768 N 5 del C digo de Procedimiento Civilí ° ó  

contempla como causal de casaci n en la forma, el hecho de haber sidoó “  

pronunciada con omisi n de cualquiera de los requisitos enumerados en eló  

art culo 170 , disposici n esta ltima, que en su numeral 4  se refiere a lasí ” ó ú ° “  

consideraciones  de  hecho o  de  derecho que sirven  de  fundamento  a  la 

sentencia . ”
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Quinto: Que los requisitos previstos en el numeral 4  de la citada°  

disposici n  legal,  obedecen  a  la  necesidad  de  fundamentaci n  de  lasó ó  

sentencias, que ya en el Auto Acordado dictado por esta Corte en el a oñ  

1920, se regulaba pormenorizadamente. La importancia de este requisito, 

que obliga a la judicatura a exponer y desarrollar los raciocinios de orden 

f ctico y jur dico que motivan cada una de sus conclusiones, no s lo diceá í ó  

relaci n con el hecho que aquello constituye, en definitiva, el sustento de laó  

decisi n mediante la cual se dirime el conflicto sometido a su conocimiento,ó  

sino tambi n con la necesidad de que tales razonamientos sean conocidosé  

por las  partes,  de manera que stas  puedan hacer  uso de su derecho aé  

impugnar el fallo que se apoya en tales argumentos. La falta de justificaci nó  

de  las  sentencias  se  encuentra  en  estrecha  vinculaci n  con  la  garant aó í  

prevista  en  el  art culo  19  N 3  inciso  5  de  la  Carta  Fundamental,  deí ° °  

acuerdo a la cual, toda sentencia de un rgano que ejerza jurisdicci n debeó ó  

fundarse en un proceso previo y legalmente tramitado.

Sexto:  Que, en la especie, de los antecedentes antes rese ados, esñ  

posible  advertir  que  la  sentencia  impugnada  contiene,  por  una  parte, 

argumentaciones  contradictorias,  lo  que  hace  que  quede  desprovista  de 

fundamentos  que  sostengan  determinadas  decisiones,  al  anularse 

rec procamente y, por otra, no analiza toda la prueba aportada en autos, ení  

base a la cual ha debido establecer los hechos que fundan su decisi n.ó

S ptimo:é  Que, en tal circunstancia, no puede sino concluirse que la 

sentencia impugnada no cumple con las exigencias que impone el art culoí  

170 N 4 del C digo de Procedimiento Civil, lo que configura el vicio de° ó  

nulidad formal previsto en el art culo 768 N 5 del cuerpo legal antes citadoí °  

y autoriza a hacer uso de la facultad que el art culo 775 del C digo delí ó  

ramo otorga a este tribunal para invalidar de oficio la sentencia impugnada 

y dictar la correspondiente sentencia de reemplazo.

Por estos fundamentos, disposiciones legales citadas y lo preceptuado 

en los art culos 764 y 765 del C digo de Procedimiento Civil, í ó se anula de 

of ic io la sentencia de ocho de junio de dos mil veintiuno, dictada por la 
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Corte de Apelaciones de La Serena, y se la reemplaza por la que se dicta a 

continuaci n, sin nueva vista y en forma separada.ó

De conformidad con lo anterior, se omite pronunciamiento sobre los 

recursos  de casaci n en la forma y en el  fondo intentados por la  parteó  

demandante.

Redact  la ministra Andrea Mu oz S.ó ñ

Reg strese.í

N 49.177-21°

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los 

Ministros  se oras Gloria Chevesich R., Andrea Mu oz S., Mar a Cristinañ ñ í  

Gajardo H., los Ministros Suplentes se ores Miguel V zquez P. y Robertoñ á  

Contreras  O.  No  firman  los  ministros  suplentes  se ores  V squez   yñ á  

Contreras, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, 

por  haber  terminado  ambos  su  periodo  de  suplencia.  Santiago,  dos  de 

agosto de dos mil veintid s.  ó
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En Santiago, a dos de agosto de dos mil veintidós, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.

JXZXXXEXXTQ

Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.



Santiago, dos de agosto de dos mil veintid s. ó

Dando cumplimiento a lo dispuesto en el art culo 786 del C digo deí ó  

Procedimiento Civil, se dicta la siguiente sentencia de reemplazo.

Vistos :

Se reproduce la sentencia en alzada, con excepci n de sus motivosó  

cuarto, quinto, sexto, s ptimo y noveno, que se eliminan. Se mantiene laé  

sentencia casada, salvo en su motivaci n quinta, que se elimina.ó

Y teniendo en su lugar y, adem s, presente:á

Primero:  Que la acci n deducida en estos autos por el representanteó  

de la Comunidad Agr cola Canela Alta tiene por objeto que el demandado,í  

comunero Ulises Orrego Mu oz, sea condenado a remover el cerco que hañ  

instalado en los terrenos comunes que indica, sector denominado Los Rulos, 

espec ficamente en el lugar conocido como Las Casta edas, sin autorizaci ní ñ ó  

de la Junta General de Comuneros ni del Directorio respectivo. 

Segundo:  Que la alegaci n de fondo del  demandado consiste enó  

sostener  que  es  titular  de  un  derecho  de  comunidad  adjudicado  con  el 

N 311 de la N mina de Comuneros de la Comunidad Agr cola de Canela° ó í  

Alta,  agregada al  final  del  Registro de Propiedad del a o 1997,  bajo elñ  

N 269, del Conservador de Bienes Ra ces de Los Vilos, derecho al cual se° í  

encuentra asociado un goce singular originario, reconocido en el art culo 18,í  

letra c) del DFL N 5, y que ha mantenido los mismos deslindes desde la°  

compra de la propiedad por parte de su padre, el antiguo due o, en el a oñ ñ  

1947.  Argumenta  que  su  posesi n  ha  sido  tranquila,  pac fica,ó í  

ininterrumpida, libre de violencia y clandestinidad desde hace m s de 50á  

a os y que el goce singular originario hace innecesario cualquier tipo deñ  

tr mite para solicitar la asignaci n del goce singular, ya que est  reconocidoá ó á  

por el  solo ministerio de la ley. En ese contexto, se ala haber realizadoñ  

actos que suponen posesi n, de amo, se or y due o, como lo es la siembraó ñ ñ  

en esos terrenos, reparaci n de cercos, talaje, pastoreo, entre otros.ó

Tercero:  Que, as  configurada la controversia, resulta que lo queí  

habr  de determinarse, en definitiva, es si el demandado es titular de uná  

goce singular originario sobre los terrenos donde construye el cerco que ha 
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dado lugar al litigio, puesto que de los escritos de demanda y contestaci nó  

se concluye que no se encuentra discutida su condici n de comunero de laó  

Comunidad Agr cola Canela Alta, tampoco el hecho de que haya instaladoí  

el cerco en el lugar que la demandante indica, ni que stos terrenos seané  

parte de dicha Comunidad.

Cuarto:  Que, sobre el punto espec fico a dilucidar, el demandadoí  

acompa  los siguientes documentos: (i) copia de resoluci n administrativañó ó  

del  Ministerio  de  Bienes  Nacionales,  Secretar a  Regional  Ministerial  deí  

Coquimbo, de 21 de abril de 1999, que resuelve la adjudicaci n del derechoó  

comunitario de que era titular don Narciso Orrego Talamilla,  a su hijo 

Ulises Orrego Mu oz, con el N 311 y certificado del a o 2000, de haberñ ° ñ  

sido  anotada  dicha  adjudicaci n  en  el  Repertorio  bajo  el  N 437  deló °  

Conservador de Bienes  Ra ces  de Los Vilos,  quedando constancia en laí  

N mina de Comuneros que rola agregada al final de Registro de Propiedadó  

bajo el N 269 del a o 1997; (ii) copia de escritura de compraventa mediante° ñ  

la cual don Narciso Orrego Talamilla adquiere, con fecha 28 de mayo de 

1945, la posesi n denominada Las Casta edas, ubicada en la quebrada deó ñ  

Las Chilcas, del Fundo El Durazno; y (iii) copia de inscripci n de dominioó  

de la referida propiedad que rola a fojas 148 a 149 vta.N 133, del Registro°  

de Propiedad del Conservador de Bienes Ra ces de Combarbal , del a oí á ñ  

1945. La demandante,  en  tanto,  acompa  a  su  demanda  los  siguientesñó  

documentos:  (i)  copia  autorizada  de  inscripci n  de  dominio  de  laó  

Comunidad Agr cola Canela Alta y su respectivo certificado de dominioí  

vigente,  rolante  a  fojas  711  vta.  N 429  del  Registro  de  Propiedad  del°  

Conservador de Bienes Ra ces de Los Vilos correspondiente al a o 1994í ñ  

(reinscripci n  de  aquella  que  rola  a  fojas  324,  N 248  del  Registro  deó °  

Propiedad del Conservador de Bienes Ra ces de Illapel, correspondiente alí  

a o 1984); (ii) copia de acta de elecci n de Directorio de la Comunidadñ ó  

Agr cola Canela Alta celebrada con fecha 16 de julio de 2016; (iii) Acta deí  

asistencia a audiencia de conciliaci n entre la Comunidad Agr cola Canelaó í  

Alta y el demandado don Ulises Orrego Mu oz, de fecha 19 de julio deñ  
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2017; y (iv) cuatro fotograf as impresas, que muestran el cerco construidoí  

por el demandado y cuya remoci n se demanda.ó

Quinto:  Que,  a  su  turno,  la  Secretaria  Regional  Ministerial  de 

Bienes  Nacionales  de  la  regi n  de  Coquimbo,  do a  Giannina  Gonz lezó ñ á  

Michea, inform , al tenor de lo dispuesto en el art culo 22 del DFL N 5,ó í °  

Ley de Comunidades Agr colas,  en respuesta al oficio despachado por elí  

tribunal de la causa, se alando, que El conflicto que se solicita informar,ñ “  

analizadas  las  piezas  que  componen el  expediente,  se  puede resumir  en 

determinar  si  concurre en la  especie  la  limitaci n  que se establece  a laó  

primera autoridad de la comunidad agr cola, la junta general de comuneros,í  

en la facultad de asignaci n de goces singulares. Esta limitaci n consiste, taló ó  

como lo se ala el art culo 18 letra c) del DFL N 5, en la imposibilidad deñ í °  

afectar  los  goces  singulares  existentes  antes  de  la  regularizaci n  de  laó  

comunidad . Refiere, luego, c mo la costumbre asume un rol fundamental” ó  

en el mbito comunitario agr cola y se le reconoce un valor en la normaá í  

antes  citada.  Agrega que En el  proceso de constituci n comunitaria,  el“ ó  

art culo 5  del DFL N 5, dispuso que para establecer los derechos sobre lasí ° °  

tierras comunes, se considerar a principalmente la costumbre imperante ení  

la comunidad, pudiendo utilizar los registros privados, las declaraciones de 

los comuneros y dem s antecedentes disponibles, sin necesidad de atenerse aá  

la aplicaci n estricta de las normas legales que regulan las transferencias yó  

transmisiones de la propiedad territorial. Los t rminos usados por la normaé  

legal,  ocupaci n,  explotaci n  o aprovechamiento,  son los  esenciales  paraó ó  

entender  la  existencia  de  un  goce  originario,  y  la  acreditaci n  de  esasó  

circunstancias  (ocupaci n,  explotaci n  o aprovechamiento)  en un procesoó ó  

judicial,  ser n  fundamentales  para  efectos  de  concluir  si  en  un  procesoá  

concreto, se est  frente a un goce originario o no . Advierte que la calidadá ”  

de los goces de los que aparece siendo tenedor o poseedor un comunero, no 

pierde su vinculaci n con la familia o herederos de ste al fallecer el titular,ó é  

manteni ndose  el  reconocimiento,  ocupaci n,  explotaci n  oé ó ó  

aprovechamiento en el patrimonio de la familia heredera del causante.
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La  informante  entiende  que  la  litis  y  su  resoluci n  se  organizó ó 

alrededor de acreditar si el terreno en el cual el demandado levant  unó  

cerco, corresponde o no a la categor a de goce originario, y por lo tanto noí  

pod a ser objeto de una decisi n comunitaria que apuntase a intervenir ení ó  

su determinaci n, administraci n y cerramiento.ó ó

Indica, asimismo, que el art culo 18, letra c) establece un sistema deí  

archivo de los goces singulares en las dependencias de ese ministerio, como 

una  manera  de  ordenar  y  dar  formalidad  fuera  de  los  documentos 

intracomunitarios; en ese marco, agrega, en la secretar a existe un archivoí  

con planos en que se asigna o reconocen goces singulares en la Comunidad 

Agr cola  de  Canela  Alta,  pero  entre  ellos  no  se  encuentra  ning ní ú  

antecedente relativo al goce singular asociado al derecho o cuota N 311 de°  

la n mina comunitaria de la comunidad indicada. ó

A  su  juicio,  en  base  a  esa  circunstancia  y  de  acuerdo  a  los“  

antecedentes legales  que este Ministerio administra,  y sin perjuicio de la 

concurrencia de otros medios de prueba legal que permitan llegar a una 

conclusi n diversa, ( )  se puede concluir que en la especie,  no resultanó …  

reunidos todos los elementos necesarios para estimar que en la especie se 

est  frente  a  un  goce  singular  originario,  es  decir,  no  estimamos  queé  

probatoriamente  se  constituya  una  de  las  circunstancias  que  abrogan  la 

soberan a que en esta materia tiene la primera autoridad de la comunidadí  

agr cola, la junta general de comuneros .í ”

Sexto:  Que para efectos de situar el lugar donde ocurren los hechos 

que, como se dijo, no ha sido objeto de controversia, es til tener presenteú  

el  acta  de  la  diligencia  receptorial  levantada  con  ocasi n  de  la  medidaó  

precautoria  innominada  decretada  por  el  tribunal,  a  solicitud  de  la 

demandante, con fecha 10 de noviembre de 2017, mediante la cual se le 

proh be continuar con la construcci n del  cerco, bajo apercibimiento deí ó  

demoler todo lo construido con posterioridad al acta que el ministro de fe 

levante al efecto, si as  no lo hace.í

El acta levantada con ese fin por don Jorge Rubio Catal n, receptorá  

Ad-hoc,  da cuenta  que  se  constituy  en  el  sector  de  Los  Rulos  y  m só á  
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espec ficamente en el lugar denominado Las Casta edas, del Predio Canelaí ñ  

Alta,  con  fecha  23  de  noviembre  de  2017,  pudiendo  constatar  que  el 

demandado realiz  el levantamiento del cerco lineal aproximadamente enó  

una extensi n de novecientos metros, desde una quebrada colindante con eló  

terreno  de  don  Nibaldo  Araya  Bugue o  quien  lo  acompa  en  lañ – ñó  

diligencia  en forma paralela aproximadamente por cuatrocientos metros,–  

dejando una distancia entre cerco y cerco, en algunos puntos, de un metro 

cuarenta cent metros y otros a once metros; el cerco levantado es lineal, ení  

uno de sus extremos angula en 90 grados, por aproximadamente 9 metros 

hacia una quebrada, d ndole t rmino a la extensi n, con estacas puestasá é ó  

aproximadamente  entre  2,5  metros  y  doble  corrida  de  alambrado,  sin 

encerrar predio en lugar alguno.

S ptimo:  é Que la situaci n de las comunidades agr colas se insertaó í  

en  un  tipo  de  econom a  campesina  y  se  caracteriza  por  ser  una  deí  

subsistencia, sus principales actividades productivas son la ganader a menorí  

y la agricultura de autoconsumo y ellas son asumidas en forma individual, 

por cada unidad dom stica.é

Seg n explica Antonio Rabuco Ram rez, el DFL N 5 de 1967, queú í °  

modific , complement  y fij  el texto refundido del DFL N 19, de 1963, fueó ó ó °  

dictado en el per odo de la Reforma Agraria, y signific  la consagraci ní ó ó  

legal  de  una  forma  comunitaria  para  adquirir  el  dominio  de  la  tierra, 

situaci n extraordinaria para el derecho chileno, que como la mayor a deó í  

los  ordenamientos  jur dicos  que  responden  a  la  tradici n  del  derechoí ó  

continental,  mira  con  incomodidad  la  instituci n  de  la  comunidad  enó  

general. 

Lo que el legislador realiz , en el caso de las Comunidades Agr colas,ó í  

fue  reconocer  la  existencia  de  estas  agrupaciones,  que  exist an  con  unaí  

cierta organizaci n com n, y con una base cultural previa sus antecedentesó ú –  

se remontan a mercedes de tierras otorgadas por la corona espa ola, enñ  

terrenos de secano, poco productivos  a diferencia de otras organizaciones–  

que  se  generaron  en  ese  per odo,  como  asentamientos  o  cooperativasí  

campesinas, que s  fueron obra del legislador. El citado DFL N 5 ha sidoí °  
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objeto de dos importantes reformas, una, mediante la ley 18.353 de 1984, 

que introdujo ciertos aspectos que contrariaban sus elementos fundamentales 

(permiti  acogerse  al  saneamiento  individual  v a  DL  2695),  y  la  m só í á  

reciente, a trav s de la ley 19.233 de 1993, que es la que perfila su textoé  

actual,  entregando  una  nueva  definici n  y  una  serie  de  conceptos  queó  

establecen  una  positivizaci n  de  instituciones  que  reg an  en  el  mbitoó í á  

consuetudinario. (Rabuco Ram rez, Antonio, Principales aspectos de la Leyí “  

de Comunidades Agr colas , Revista de Derecho, Universidad Cat lica delí ” ó  

Norte, sede Coquimbo, a o 1996).ñ

As , de acuerdo a lo establecido en el art culo 1  del DFL N 5, deí í ° °  

1967,  sobre  Comunidades  Agr colas,  para  los  efectos  previstos  en  dichoí  

cuerpo  legal,  se  entender  por  Comunidad  Agr cola  la  agrupaci n  deá í ó  

propietarios de un terreno rural com n que lo ocupen, exploten o cultiven yú  

que  se  organicen  en  conformidad  a  este  texto  legal.  Estas  comunidades 

agr colas gozar n de personalidad jur dica desde la inscripci n del predio ení á í ó  

el  Conservador  de  Bienes  Ra ces  respectivo  y  en  consecuencia,  ser ní á  

capaces de ejercer derechos y contraer obligaciones y de ser representadas 

judicial y extrajudicialmente.

El art culo 1  bis b), a su turno, define lo que se entiende por cadaí °  

uno de los conceptos que indica, para efectos de dicho cuerpo legal:

a)  comuneros: son los titulares de derechos sobre terrenos comunes que“  

figuren en la n mina que se confeccione de acuerdo a este texto legal;ó

b) goce singular: es una porci n determinada de terreno de propiedad de laó  

comunidad que se asigna a un comunero y su familia para su explotaci n oó  

cultivo con car cter permanente y exclusivo;á

c)  lluvia:  es  una  porci n  determinada  de  terreno  de  propiedad  de  laó  

comunidad  que  se  asigna  a  un  comunero  y  su  familia  por  un  per odoí  

determinado:

d) terreno com n: es aquella parte de la propiedad de la comunidad sobreú  

la cual no se ha constituido ning n goce singular o lluvia.ú ”

Contin a el  art culo  1  bis  c)  se alando que Los  comuneros  sonú í ° ñ “  

propietarios  de  un  derecho  o  cuota  sobre  el  predio  com n,  el  cual  lesú  
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permitir  el acceso al uso y goce de los bienes de la comunidad, en especial,á  

y sin que esto signifique que la enumeraci n sea taxativa, podr n ejercerlosó á  

sobre:

a) Los terrenos comunes, en la forma que lo determine la Junta General de 

Comuneros;

b) Los goces singulares que les asigne la Junta General de Comuneros de un 

modo exclusivo y permanente, y

c) Los derechos de aprovechamiento de aguas que posea la comunidad por 

la competente inscripci n, de las aguas lluvias que caen o se recogen en eló  

predio com n y de las que corresponden a vertientes que nacen, corren yú  

mueren dentro del mismo predio.”

Por su parte, de acuerdo a lo previsto en el art culo 18, Los estatutosí “  

deber n  otorgar  a  las  Juntas  Generales,  entre  otras,  las  siguientesá  

atribuciones:

c)  Aprobar  la  distribuci n  de  los  goces  singulares  y  los  derechos  deó  

aprovechamiento de aguas, a propuesta del Directorio. De los primeros, se 

confeccionar  una n mina que se archivar  en la oficina respectiva y, de losá ó á  

segundos, en la oficina de la Direcci n de Aguas.ó

No se afectar n los goces singulares originarios existentes antes de laá  

regularizaci n de la comunidad .ó ”

Octavo:  Que,  la  definici n  de  goce singular  a  que  se  ha  hechoó  

referencia viene, efectivamente, del derecho consuetudinario al interior de 

las  comunidades  agr colas.  Con  ello,  se  refer an  a  la  parte  del  terrenoí í  

comunitario ocupada por cada comunero para levantar su casa habitaci n,ó  

tener sus huertos y chacras para su subsistencia y, con ello, l gicamente seó  

trataba de los sectores con mejor acceso al recurso h drico, muy escaso porí  

regla general en las regiones donde mayormente ha proliferado este sistema 

de vida.

Una explicaci n razonada de los principales elementos que se puedenó  

destacar de la definici n legal del goce singular, es la que desarrollan El asó í  

Soto  N ez  y  Juan  Carlos  Gimeno  Orme o,  y  que,  por  su  claridad,úñ ñ  

pasamos  a  extractar:  En  primer  lugar,  corresponde  a  una  porci n“ ó  
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determinada de terreno, y no a una adjudicaci n vaga e imprecisa, la cualó  

no cumplir a el primero de los requisitos legales que definen la instituci n.í ó  

Por ello, el procedimiento de asignaci n se realiza mediante una petici nó ó  

escrita del comunero y el directorio debiera evacuar un informe, atendidas 

las  reglas  de adjudicaci n  de goces  que establezca la  comunidad en susó  

propios estatutos, en el cual se individualice y determine efectivamente el 

terreno afectado (...). En segundo lugar, un aspecto crucial en la definici nó  

legal entregada en el DFL es la menci n a que se trata de terrenos deó “  

propiedad de la comunidad , esta es la principal modificaci n que introdujo” ó  

la ley 19.233 a la ley 18.353, la cual corresponde a un profundo debate 

socio pol tico sobre el rol de las comunidades agr colas y las herramientasí í  

entregadas a los comuneros para alcanzar el desarrollo econ mico; el terceró  

elemento significativo de la definici n es que quienes aparecen se aladosó ñ  

como asignatarios de dichos goces son, a saber, el comunero y su familia .“ ”  

La explicaci n de la ampliaci n expresa hecha hacia la familia, tiene dosó ó  

razones: la primera, de texto, puesto que el propio DFL N 5 en su art culo° í  

1  bis b) letra a) define al comunero como el titular de derechos que figura°  

en la n mina, excluyendo con ello a terceros; y en segundo lugar, porque eló  

objeto de la instituci n de estos goces singulares, como ya se dijo, radica enó  

conceder al  comunero un terreno para el  establecimiento de la vivienda 

com n,  la  majada  y  una  peque a  huerta  de  subsistencia.  Con  ello  seú ñ  

consagra el elemento fundamental de la econom a agr cola de subsistencia,í í  

la familia como n cleo y espacio fundamental de producci n y consumo.ú ó  

Por ltimo, el cuarto elemento relevante de la conceptualizaci n que la leyú ó  

hace  del  goce  singular,  es  su  objeto  socio  econ mico  circunscrito  a  laó  

explotaci n y/o cultivo del  mismo. Esto se explica debido a que en lasó  

regiones donde se emplazan la mayor a de estas comunidades, los terrenosí  

de aptitud agr cola son tan escasos que no es posible permitir su desperdicio.í  

Mediante  esta  menci n,  lo  que  pareciera  buscar  el  legislador,  esó  

precisamente configurar la distribuci n de los terrenos con mayor capacidadó  

productiva  entre  los  comuneros  quienes  pueden  explotarlos  mediante  la 

agricultura  de  subsistencia  para  el  beneficio  de  sus  familias  (” “Garant aí  
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Constitucional a la Propiedad en Especies de Propiedad Comunitaria, La 

protecci n  constitucional  en  las  comunidades  agr colas  reguladas  en  eló í  

D.F.L. N  5 del Ministerio de Agricultura, del a o 1968  Memoria para° ñ ”  

optar al Grado de Licenciado en Ciencias Jur dicas y Sociales, El as Ignacioí í  

Soto Nu ez Juan Carlos Gimeno Orme o, 2015)ñ ñ .

Noveno:  Que,  como  se  dijo,  el  demandado  ha  invocado  en  su 

defensa tener un goce singular originario, expresi n utilizada en el art culoó í  

18  letra  c),  como  limitaci n  a  la  potestad  de  la  Junta  General  deó  

Comuneros, principal autoridad de la Comunidad Agr cola, para aprobar laí  

distribuci n  de  los  goces  singulares  y  derechos  de  aprovechamiento  deó  

aguas, a propuesta del Directorio. De dicha disposici n se desprende queó  

son aquellos existentes antes de la regularizaci n de la comunidad.ó

A la luz de lo se alado por la SEREMI de Bienes Nacionales, en elñ  

informe evacuado en autos a que se hizo referencia, es importante tener 

presente el papel de la costumbre imperante en la comunidad agr cola paraí  

efectos de establecer derechos sobre los terrenos comunes, en los t rminosé  

se alados  en el  art culo 5 del  citado DFL N 5,  a efectos  de lo  cual  señ í °  

previene  que  pueden  utilizarse  registros  privados,  declaraciones  de 

comuneros y dem s antecedentes disponibles, sin necesidad de atenerse a laá  

aplicaci n estricta de las  normas legales  que regulan las  transferencias  yó  

transmisiones de la propiedad territorial. El informe destaca, por otra parte, 

que  los  t rminos  usados  por  la  norma legal,“ é  ocupaci n,  explotaci n  oó ó  

aprovechamiento, son los esenciales para entender la existencia de un goce 

originario ( ) ,  lo que, si se observa, tiene coherencia con lo que se ha… ”  

dicho m s arriba acerca de los principales  elementos de la definici n deá ó  

goce singular,  a saber, que radica en conceder al comunero un terreno“  

para el establecimiento de la vivienda com n, la majada y una peque aú ñ  

huerta de subsistencia ; que con ello  se consagra el elemento fundamental” “  

de la econom a agr cola de subsistencia, la familia como n cleo y espacioí í ú  

fundamental de producci n y consumo ; que su objeto socio econ micoó ” “ ó  

est  circunscrito a la explotaci n y/o cultivo del mismo ; distribuci n deá ó ” “ ó  

los terrenos con mayor capacidad productiva entre los comuneros quienes 
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pueden explotarlos mediante la agricultura de subsistencia para el beneficio 

de sus familias.”

D cimo:é  Que, para acreditar el goce singular originario sobre los 

terrenos  en  que ha instalado  el  cerco que origina el  presente  litigio,  el 

demandado se ha valido, nicamente, de la copia de una escritura p blicaú ú  

de compraventa a trav s de la cual su padre adquiri , en el a o 1945, laé ó ñ “  

posesi n  de  un  terreno  denominado  Las  Casta edas,  ubicado  en  laó ” ñ  

quebrada de Las Chilcas, del Fundo El Durazno, que tiene parte de riego, y 

que le otorga el derecho a pastar en el campo del fundo animales de su“  

marca y propiedad, entendi ndose que son tambi n de su propiedad losé é  

animales  de  la  persona  a  quien  el  comprador  diere  en  arriendo  su 

posesi n , y de la copia de la inscripci n de dominio de aquella posesi n,ó ” ó ó  

en el Conservador de Bienes Ra ces respectivo, otorgada en mayo de 2014,í  

por  la  Conservadora  Suplente  de  Combarbal ,  la  que  no  cuenta  coná  

certificado  de  vigencia.  Tampoco  consta  que  se  trate,  exactamente,  del 

mismo sitio o sector donde el demandado ha emplazado el cerco que se 

describe en el acta receptorial mencionada en el motivo sexto. 

Ahora bien, como ya se apuntaba, un aspecto crucial de la definici nó  

legal  del  goce singular,  es que se trata de terrenos de propiedad de la“  

comunidad  que se asignan a un comunero y su familia, lo que desde ya”  

descarta que los instrumentos acompa ados por el demandado, le den unñ  

t tulo  sobre dichos terrenos espec ficos.  Cabe destacar  que la  calidad deí í  

comunero implica que se es propietario de un derecho o cuota sobre el“  

predio com n  (art culo 1 bis, c), el cual permitir  el acceso al uso y goce deú ” í á  

los  bienes  de  la  comunidad,  entre  los  cuales  se  cuentan  los  terrenos 

comunes, los goces singulares que les asigne la Junta General de Comuneros 

y los derechos de aprovechamiento de aguas. Lo anterior, significa que ser 

comunero da derecho a tener un goce singular, a reclamarlo, por decirlo 

as , pero no es que el mismo est  comprendido o asociado  a la calidad deí é “ ”  

comunero,  de  manera  que  para  acreditarlo  se  requiere  prueba,  la  que 

deber  recaer sobre hechos que hacen a la esencia de un goce singular, yá  

que son a  los  que nos  hemos venido refiriendo anteriormente,  como la 
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ocupaci n, explotaci n o aprovechamiento de las tierras, circunstancias queó ó  

en  t rminos  generales  podr n  configurar  esa  econom a  familiar  deé á í  

subsistencia a la que tambi n se ha aludido.é

Y  a  esos  hechos  y  circunstancias  son,  sin  duda,  a  los  que  el 

demandado  se  ha  referido  en  la  contestaci n  de  la  demanda,  cuandoó  

asegur  haber  ejercido durante  largos  a os  actos  de se or  y due o queó ñ ñ ñ  

demostrar an la posesi n sobre el terreno en litigio, tales como siembras,í ó  

talaje, reparaci n de cercos, o pastoreo, nada de lo cual, sin embargo, probó ó 

en autos.

Und cimo:é  Que el demandado pareciera entender que le basta con 

la escritura de compraventa de su padre, la que demostrar a una suerte deí  

derecho adquirido o previo de esa porci n de terreno, tal como si fuera suó  

due o, sobre el cual ejercer a un derecho en calidad de sucesor o heredero.ñ í

Para  acreditar  su  condici n  de  heredero  acompa a  resoluci nó ñ ó  

administrativa  del  Ministerio  de  Bienes  Nacionales,  Secretar a  Regionalí  

Ministerial  de  Coquimbo,  de  21  de  abril  de  1999,  que  resuelve  la 

adjudicaci n del derecho comunitario de que era titular don Narciso Orregoó  

Talamilla, a su hijo Ulises Orrego Mu oz, con el N 311 y certificado delñ °  

a o 2000, de haber sido anotada dicha adjudicaci n en el Repertorio bajoñ ó  

el  N 437  del  Conservador  de  Bienes  Ra ces  de  Los  Vilos,  quedando° í  

constancia  en  la  N mina  de  Comuneros  que  rola  agregada  al  final  deó  

Registro de Propiedad bajo el N 269 del a o 1997. Sin embargo, como se° ñ  

aprecia, lo que se resuelve es la adjudicaci n de un ó derecho comunitario, lo 

que, en conformidad a la regulaci n del DFL N 5, no significa otra cosaó °  

que es titular de un cuota ideal o abstracta sobre la comunidad singular que 

recae sobre el inmueble, no una cuota de dominio espec fica en una parteí  

del  terreno pose do en com n. Esa porci n  de terreno sobre la  cual  seí ú ó  

puede  tener  un  goce  permanente  y  exclusivo  es  de  propiedad  de  la 

comunidad y constituye una suerte de usufructo para el comunero, puesto 

que otorga el uso y el goce, m s no la disposici n, y es asignado por laá ó  

Junta General de Comuneros a propuesta del Directorio.
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D cimo  segundo:  é Que, as  las cosas, no habi ndose acreditado elí é  

fundamento invocado por el demandado, que lo habilitar a a construir uní  

cerco en el sitio individualizado en el acta receptorial levantada con ocasi nó  

de  la  medida precautoria  innominada  -y  de la  que  se  da cuenta  en  el 

motivo sexto precedente- no cabe sino concluir que deber  removerlo, porá  

estar instalado en terrenos comunes, lo que perturba u obstaculiza el uso 

por parte de los dem s comuneros.á

D cimo tercero:  é Que, en cuanto al documento acompa ado por lañ  

parte demandante en esta instancia, consistente en una copia de la solicitud 

del goce singular atribuida al comunero don Nibaldo Araya Bugue o, de 7ñ  

de marzo de 2015, dirigida a la Comunidad Agr cola Canela Alta y en cuyoí  

pie de p gina figura que fue aprobada con esa misma fecha por la Juntaá  

General de dicha comunidad, documento que se tuvo por acompa ado conñ  

citaci n, no permite establecer,  por s  solo, que se trate del terreno queó í  

colinda con aquel  en  que el  demandado  ha levantado el  cerco,  ni  a nú  

relacion ndolo con lo se alado en acta receptorial antes aludida, por cuantoá ñ  

sta s lo puede dar fe de la existencia de un cerco que corre en paralelo alé ó  

construido  por  el  demandado,  m s  no  de  quien  sea  el  titular  de  esosá  

terrenos, cuesti n que consigna por los dichos del propio se or Araya, queó ñ  

lo acompa  a la diligencia.ñó

Por estos fundamentos, disposiciones legales citadas y lo preceptuado 

en los  art culos  186 y siguientes  del  C digo de Procedimiento Civil,  í ó se 

revoca la  sentencia  de  apelada  veintitr s  de  junio  de  dos  mil  veinte,é  

complementada por resoluci n de veintiocho de enero de dos mil veintiuno,ó  

en  cuanto  rechaza  la  demanda  interpuesta  por  la  Comunidad  Agr colaí  

Canela Alta en contra de don Ulises Orrego Mu oz y, en su lugar, se lañ  

acoge y, consecuencialmente, se dispone que ste deber  remover el cercoé á  

que se encontraba construyendo en el  sector  de Los  Rulos,  en  el  lugar 

denominado  Las  Casta as,  del  predio  de  la  Comunidad  Canela  Alta,ñí  

dentro del  plazo de 5 d as,  contados desde que la presente sentencia seí  

encuentre  ejecutoriada,  bajo  apercibimiento de que si  as  ni  lo  hace,  loí  

podr  hacer la demandante, a costa del demandado.á
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No se condena en  costas  al  demandado  por haber  tenido motivo 

plausible para litigar.

Redact  la ministra Andrea Mu oz S.ó ñ

Reg streseí

N 49.177-2021°

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los 

Ministros  se oras Gloria Chevesich R., Andrea Mu oz S., Mar a Cristinañ ñ í  

Gajardo H., los Ministros Suplentes se ores Miguel V zquez P. y Robertoñ á  

Contreras  O.  No  firman  los  ministros  suplentes  se ores  V squez   yñ á  

Contreras, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, 

por  haber  terminado  ambos  su  periodo  de  suplencia.  Santiago,  dos  de 

agosto de dos mil veintid s.  ó
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En Santiago, a dos de agosto de dos mil veintidós, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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